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Resumen

Si bien la naturaleza jurídica del Derecho Administrativo 
es una de las más intrínsecas al Derecho Interno, sin 
lugar a equívocos, y como consecuencia del fenómeno 
globalizante, dicho marco normativo está trascendiendo 
fronteras. Lo dispuesto anteriormente se hace corroborable 
con la vinculación del Estado colombiano a la Comunidad 
Andina (CAN). Las presentes líneas pretenden evidenciar 
la existencia del Derecho Administrativo Comunitario 
Andino. En este orden de ideas, y para efectos de corroborar 
la afirmación anterior, se presenta un análisis respecto 
de la configuración de los elementos básicos del Derecho 
Administrativo colombiano. Lo anterior con la finalidad 
de evidenciar el cumplimiento de dichos elementos desde 
el Derecho Comunitario Andino; en aras de afirmar la 
existencia del Derecho Administrativo Comunitario 
Andino.  Para el efecto, es de relevancia anotar que 
la CAN ostenta de un marco normativo que regula la 
actividad administrativa andina. Adicionalmente, dicho 
marco normativo evidencia una estructura administrativa 
materializada en una organización administrativa 
denominada sistema Andino de Integración (SAI). En 
concordancia con las líneas anteriores, el marco normativo 
de la CAN se configura como una disciplina jurídica con 
fuentes de derecho propias e independientes del Derecho 
Interno y del Derecho Internacional; y con un contencioso 
administrativo comunitario, materializado a través del 
Tribunal Andino de Justicia. 

Palabras clave: derecho comunitario, derecho 
administrativo, comunidad andina

Abstract 

Although the legal nature of Administrative Law is one 
of the most intrinsic to Internal Law, without a doubt, 
and as a consequence of the globalizing phenomenon, said 
regulatory framework is transcending borders. The above 
is corroborated by the link between the Colombian State 
and the Andean Community (CAN). The present lines 
aim to demonstrate the existence of Andean Community 
Administrative Law. In this order of ideas, and in order 
to corroborate the previous statement, an analysis is 
presented regarding the configuration of the basic elements 
of Colombian Administrative Law, in order to demonstrate 
compliance with said elements, from Andean Community 
Law; in order to affirm the existence of Andean Community 
Administrative Law. For this purpose, it is relevant to note 
that the CAN has a regulatory framework that regulates 
Andean administrative activity. Additionally, said 
regulatory framework shows an administrative structure 
materialized in an administrative organization called the 
Andean Integration System (SAI). In accordance with 
the above lines, the regulatory framework of the CAN is 
configured as a legal discipline with its own sources of law, 
independent of Domestic Law and International Law; and 
with a community administrative dispute, materialized 
through the Andean Court of Justice.
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INTRODUCCION 

La Doctrina colombiana, durante varios años, cuando evidencia reflexiones respecto de 
la naturaleza jurídica del Derecho Administrativo, ha delimitado el análisis de manera 
estricta al territorio colombiano (Acosta, 2021; Echeverry, 2021). Lo anterior es objeto 
de crítica frente a la existencia de órganos supranacionales como la CAN (Blanco, 2022), 
Organización Internacional respecto de la cual es miembro el Estado Colombiano. 

El 26 de mayo de 1969, los Estados Andinos (Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú), 
suscribieron el Pacto Andino, hoy conocido como Acuerdo de Cartagena, lo cual permitió 
el inicio del proceso andino de integración o Comunidad Andina (CAN) (Blanco, Echeverry 
& Ortega, 2020).

La CAN es una organización supranacional respecto de la cual hace parte el Estado 
colombiano, como consecuencia de la legalización del Acuerdo de Cartagena. Para 
el efecto, la naturaleza jurídica de dicha Organización Internacional no supone su 
funcionamiento a través de los presupuestos propios del Derecho internacional, sino bajo 
presupuestos propios del Derecho Comunitario (Andueza, 1986). Es en este sentido, que 
la Doctrina, en un porcentaje representativo, ha considerado al Derecho Comunitario 
Andino (marco normativo de la CAN) como una disciplina jurídica especial y autónoma 
respecto del Derecho internacional y el Derecho Interno de los Estados que conforman 
a la CAN (Caballero, 2022).  Lo anterior permite afirmar que el Derecho Comunitario 
Andino se configura en una disciplina jurídica transversal al ámbito propio del Derecho 
Interno y del Derecho Internacional (Llano, Rengifo & Rojas, 2018).

Atendiendo la naturaleza jurídica del Derecho Comunitario Andino, es de relevancia 
indagar la viabilidad de existencia del Derecho Administrativo Comunitario Andino. 
Al respecto, se considera sin lugar a equívocos, que en el sistema jurídico colombiano 
existe la citada disciplina jurídica en razón a la existencia de una administración pública 
comunitaria andina; a la configuración de unas fuentes de Derecho aplicables a esa 
administración pública; y finalmente, a la existencia de una jurisdicción comunitaria 
frente a la actividad administrativa propia de la CAN.  

El tipo de investigación para el presente manuscrito es de carácter jurídico, el método 
de investigación empleado fue el descriptivo con  respecto de la naturaleza jurídica del 
Derecho Comunitario Andino, en perspectiva documental – normativo;  igualmente, 
fue exploratoria porque no existe documento jurídico que sea conclusivo en desarrollar 
la existencia del Derecho Administrativo Comunitario Andino, utilizándose fuentes 
normativas propias del Derecho Interno y del Derecho Comunitario Originario. 

DESARROLLO
METODOLOGIA

El tipo de investigación empleado para el presente manuscrito es de carácter jurídico, 
como quiera que las presentes líneas obedecen a un análisis de las fuentes del derecho 
propias del sistema jurídico colombiano y comunitario andino, que permitió justificar 
la existencia del Derecho Administrativo Comunitario Andino. La metodología de 
investigación empleada fue cualitativa en razón a que el trabajo de investigación exigió 
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una contextualización dogmática - jurídica del marco normativo del Derecho Comunitario 
Andino Originario en aras de identificar la existencia del Derecho Administrativo 
Comunitario Andino. Para el efecto, se realizó una revisión documental exhaustiva –
cualitativa- de donde se extractaron los datos pertinentes sometiéndolos a revisión, 
reseña y descripción, para construir un estado de arte que dio origen a un marco teórico 
que permitió responder el problema de investigación.

El método de investigación empleado fue el descriptivo, ya que los autores indagaron 
la naturaleza jurídica del Derecho Comunitario Andino, desde el escenario documental - 
normativo, logrando identificar la existencia de un Derecho Administrativo Comunitario 
Andino en el sistema jurídico colombiano. Igualmente, la investigación es exploratoria 
ya que no existe documento jurídico que sea conclusivo en desarrollar la existencia del 
Derecho Administrativo Comunitario Andino. Para el desarrollo del trabajo se utilizó 
fuentes normativas propias del Derecho Interno y del Derecho Comunitario Originario. 
La técnica efectuada para la recolección de la información fue el análisis de contenidos, 
desde la información evidenciada en los marcos normativos propios del Derecho Interno 
y del Derecho Comunitario. 

RESULTADOS-DISCUSION

El 26 de mayo de 1969, Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador y Perú suscribieron el Acuerdo 
de Cartagena, el cual permitió lo que hoy se conoce como CAN. Dicha Organización 
Internacional supone la transferencia del ejercicio de competencias soberanas por parte 
del Estado colombiano a la citada Organización (Gonzales, 2024). En razón a la aludida 
transferencia, la CAN ostenta de competencia para promulgar el marco normativo que 
la regula, y que se enmarca en el denominado Derecho Comunitario Andino; con la 
categorización de marco normativo supranacional y como consecuencia de ello, con efecto 
obligatorio, directo y prevalente en el Derecho Interno (Arrien, 2020).

En consecuencia, los Estados vinculados a la CAN, como consecuencia de la 
suscripción y ratificación del Acuerdo de Cartagena, permitieron a dicha Organización 
Internacional emitir actos jurídicos vinculantes en los territorios de los países andinos 
(Acosta y Gual, 2021); tarea que ha sido gestionada por la CAN a través del Consejo 
Andino y la Comisión Andina, quienes han generado Decisiones y Resoluciones cuyo 
contenido evidencia relación directa con temáticas propias del Derecho Administrativo. 
En otras palabras, el marco normativo de la CAN corrobora la existencia de decisiones 
y resoluciones que regulan temáticas relacionados con servicios públicos domiciliarios, 
medio ambiente, transporte público, educación, turismo, salud, entre otras temáticas 
(Peña, Sasaki & Trinidad, 2021).

Las presentes líneas obedecen al interés de contextualizar la existencia de un 
Derecho Administrativo Comunitario Andino, no solo por el contenido de varias de las 
Decisiones y Resoluciones emitidas por la CAN en temáticas propias de regulación del 
Derecho Administrativo, sino también por el cumplimiento de los presupuestos básicos 
del Derecho Administrativo interno desde la CAN (Wunder, 2022).
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La existencia de la Administración Pública Comunitaria 

En aras de considerar la tipificación de un Derecho Administrativo Comunitario 
Andino, es necesario determinar la existencia de una administración pública comunitaria 
andina. Al respecto, los administrativistas, han considerado que el concepto de 
administración pública puede ser comprendido desde el sentido material o funcional y el 
subjetivo u orgánico (Rivero, 2011). Lo anterior es corroborado por el profesor Montaña, 
quien ha considerado que la noción de administración pública supone un análisis 
complementario material (dinámico) y subjetivo (estructural). Es de importancia 
resaltar que la naturaleza jurídica de la noción de administración pública supone un 
análisis no excluyente de las citadas perspectivas, ya que ello permite dar sentido al 
derecho administrativo (Montaña, 2011).

En sentido material, el concepto de administración pública se limita al análisis de la 
función administrativa desde la gestión pública diferente a las competencias judiciales 
y legislativa (Arcila, 2024). y en el sentido orgánico, la administración pública supone el 
análisis de los órganos que evidencian el ejercicio de la función administrativa (Naranjo, 
Naranjo y Navas, 2018; (Leheza, Mashchenko & Pokataiev, 2023). 

De la lectura de los tratados internacionales, acuerdos y protocolos regulatorios de la 
CAN, puede deducirse la existencia de funciones públicas comunitarias equivalentes a 
las ramas del poder público del Estado colombiano. En otras palabras, resulta procedente 
afirmar que en el contexto de la CAN se evidencia la existencia de las funciones legislativa, 
judicial y ejecutiva.

Para el efecto, la existencia de la función ejecutiva que supone el liderazgo político 
la CAN, la cual pretende gestionar los mandatos necesarios que permitan promover 
el proceso andino, está regulado en el Acuerdo de Cartagena (Cujabante, Villalba & 
Fernández, 2022).  En este orden de ideas, como titular de la citada función se ubica 
al Consejo Presidencial Andino, el cual de conformidad con el artículo 12 del Acuerdo 
de Cartagena, le corresponde “definir la política de integración subregional andina y 
evaluar el desarrollo y los resultados del proceso de integración subregional andino” 
(Acuerdo de Cartagena, 1969, Articulo 12).

Igualmente, como órgano que acompaña a la citada Institución, se encuentra el Consejo 
Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, el cual de conformidad con el artículo 16 
del Acuerdo de Cartagena es el encargado de “formular la política exterior de los países 
miembros en los asuntos que sean de interés subregional y formular la política general 
del proceso de integración subregional andino” (Acuerdo de Cartagena, 1969, Articulo 
16). Por último, el Derecho Comunitario Andino Originario ha considerado que la 
función ejecutiva también es liderada por el Parlamento Andino, el cual de conformidad 
con el artículo 1º de su tratado constitutivo, es tipificado como el órgano comunitario 
deliberante de la CAN (Tratado Constitutivo del Parlamento Andino, 1979, Art 1º).

Con relación a este último órgano comunitario, se considera que la tipificación del 
Derecho Comunitario Originario Andino como órgano perteneciente a la rama ejecutiva 
de la CAN es desafortunada, ya que el Parlamento Andino debería ser el órgano 
legislativo de la CAN, en atención a que la conformación de dicha Institución supone 
miembros elegidos por elección popular por parte de los países miembros de la CAN, 
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y a su competencia de formular propuestas de armonización legislativa frente a los 
sistemas jurídicos de los Estados andinos, lo cual fortalece la legitimidad del proceso 
andino de integración y como consecuencia de ello la validez y eficacia de las Decisiones 
y Resoluciones que dicho Órgano emite.

Ahora bien, la función normativa o legislativa dentro de la CAN, esto es, la competencia 
de crear Derecho Comunitario Derivado o de crear normas jurídicas comunitarias, esto 
es, disposiciones generales y abstractas en el contexto de un sistema jurídico comunitario, 
está prevista en los artículos16 y 22 del Acuerdo de Cartagena. Para el efecto, dicha 
competencia está radicada en el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores 
y en la Comisión de la Comunidad Andina. Es de importancia clarificar que la cláusula 
general de competencia para emitir normas comunitarias andinas es de la Comisión 
Andina, mientras que el Consejo Andino, si bien ostenta de competencias normativas en 
el contexto de la CAN, dicha competencia se circunscribe a las temáticas identificadas 
en el Acuerdo de Cartagena y demás normas que conforman el Derecho Comunitario 
Originario Andino (Santos, 2013).

Por su parte, la función judicial de la CAN esta materializada en el Tribunal Andino 
de Justicia, entidad que es la encargada de solucionar los problemas jurídicos en los que 
este inmerso el Derecho Comunitario Andino. Dicha competencia está prevista en el 
artículo 5º del Tratado Constitutivo del Tribunal Andino de Justicia, el cual se constituye 
en norma supranacional para los Estados miembros (Bermúdez, 2008).

Finalmente, es de relevancia anotar que el Acuerdo de Cartagena prevé otros órganos 
e instituciones al interior de la CAN que cumplen función ejecutiva, los cuales deben 
ser consideradas bajo el contexto de función administrativa comunitaria andina. Para 
el efecto, el artículo 29 del Acuerdo de Cartagena señala que “la secretaría General es 
órgano ejecutivo de la Comunidad Andina” (Acuerdo de Cartagena, 1969, Articulo 29).  
Lo dispuesto en dicha norma permite afirmar que la Secretaria General de la CAN se 
constituye en el ente encargado de liderar la gestión administrativa comunitaria, lo que 
le ha permitido la tipificación de órgano de ejecución administrativa de la CAN. En este 
orden de ideas, la secretaría General de la CAN evidencia funciones administrativas 
previstas en el artículo 1º de la Decisión 409 del Consejo Andino de Ministros de 
Relaciones Exteriores (norma comunitaria derivada), la cual contiene el reglamento 
de dicho órgano. La citada norma prevé que dicho Órgano Comunitario es el órgano 
ejecutivo de la CAN, encargado de gestionar la administración del proceso andino de 
integración (Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, Decisión 409 de 
1997). 

La competencia de la Secretaria General de la CAN de gestionar la administración 
de la integración andina, supone la administración de los órganos e instituciones del 
Sistema Andino de Integración (SAI), y el control administrativo a dichos órganos e 
instituciones. Adicionalmente, dicha competencia también supone la ejecución de las 
decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y de la Comisión 
de la Comunidad Andina (Santos, 2013, p. 24).

Ahora bien, y de conformidad con Blanco, en materia de funciones administrativas, 
el Sistema Andino de Integración (SAI) prevé la existencia de órganos e instituciones 
que ostentan de competencias de asesoría, financieras y de apoyo cultural; y que por 
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ello, no son funciones normativas o judiciales en el contexto de la CAN, a pesar de 
ser funciones públicas comunitarias; lo que permite ubicar dichas competencias en la 
noción de función administrativa residual (Blanco, 2020, p. 209); ejemplos de dicha 
situación se encuentran en órganos e instituciones como el Consejo Consultivo Laboral, 
la Universidad Andina Simón Bolívar,  la corporación andina de Fomento(CAF),  el 
Fondo Latinoamericano de Reservas (FLAR), entre otros. 

Es de importancia resaltar, como critica a la estructura orgánica de la CAN, que, 
a diferencia de lo que ocurre en la estructura orgánica del Estado colombiano, y como 
bien lo expresa el profesor Santos, la independencia y autonomía de las tres ramas del 
poder público que se predica en el Estado colombiano, no es tan notoria en las función 
legislativa, judicial y ejecutiva gestionada por la CAN. En este sentido, el profesor 
Santos ha considerado que la separación de funciones entre los órganos e instituciones 
del sistema Andino de Integración no es tan evidente, en razón a que la integración 
andina aún está en proceso de consolidación; y en este sentido, dicho Doctrinante ha 
considerado que lo que existe al respecto es una especie de integración de funciones en 
los diversos órganos e instituciones que conforman el SAI (Santos, 2013).

La ausencia de la citada autonomía e independencia obedece, en primera instancia, 
a que el proceso andino de integración ha pretendido mantener el equilibrio entre los 
intereses de los Gobiernos andinos de turno y las exigencias supranacionales de la 
organización, situación que contradice la naturaleza jurídica de la CAN, la cual debe 
responder a una política de Estado de los países andinos y no a una política de Gobierno 
de los países andinos (Tellez, González & Carrillo, 2022). En segunda instancia, dicha 
no consolidación de autonomía e independencia, obedece a la ausencia de legitimidad del 
proceso andino de integración. Para el efecto, es importante resaltar que la ausencia de 
legitimidad de la CAN obedece fundamentalmente, a la ausencia de papel del Parlamento 
Andino en el proceso andino de integración a pesar de estar tipificado normativamente 
como un órgano comunitario integrado por miembros elegidos por elección popular. En 
tercera instancia, dicha no consolidación de autonomía e independencia, es consecuencia 
de la ineficacia de los  principios de coordinación y colaboración entre los diferentes 
órganos e instituciones que conforman el Sistema Andino de Integración (SAI), los 
cuales deberían funcionar de manera coherente, coordinada y  concurrente, a la luz del 
SAI,  impulsando de manera univoca y desde sus competencias el proceso andino de 
integración y como consecuencia de ello, logrando de manera homogénea  el cumplimiento 
de los objetivos de la integración andina (Castillo & Vargas, 2021) 

Ahora bien, desde la perspectiva orgánica, la administración pública de la CAN está 
integrada por órganos e instituciones que integran el Sistema Andino de Integración 
(SAI). Para el efecto, dicho Sistema está integrado por órganos e instituciones, que 
gestionan diferentes competencias al interior de la CAN, las cuales se enmarcan desde 
competencias políticas y administrativas, hasta sociales, consultivas y financieras 
(Tremolada, 2006, p. 24). 

Lo dispuesto en líneas anteriores esta corroborado en el artículo 6º del Acuerdo de 
Cartagena, modificado por el Protocolo de Trujillo, el cual indica los órganos e instituciones 
que conforman el sistema Andino de Integración (Blanco, Echeverry & Ortega 2022).
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Atendiendo al concepto de administración pública desde el Derecho Administrativo; 
la noción de administración pública comunitaria supone instituciones y órganos cuya 
competencia principal es el ejercicio de la actividad administrativa comunitaria. En 
este sentido, el Acuerdo de Cartagena en el artículo 11, establece que la administración 
pública comunitaria está integrada por la secretaría General de la CAN, órgano creado 
por el Protocolo de Trujillo de 1996, y cuyas competencias y estructura orgánica está 
prevista en la Decisión 409, norma que se constituye en Derecho Comunitario Derivado. 
Adicionalmente, gestionan competencias en el contexto de la administración pública 
comunitaria, y como consecuencia de ello, gestionan función administrativa comunitaria, 
entidades que desempeñan funciones consultivas, asesoras y financieras determinadas 
en el Acuerdo de Cartagena. 

La existencia de fuentes del Derecho en la administración pública comunitaria 
 
En aras de determinar la configuración de un Derecho Administrativo Andino 

Comunitario, es necesario corroborar la consolidación de fuentes de Derecho o de una 
especie de ordenamiento jurídico-administrativo. En otras palabras, la afirmación de la 
existencia de un Derecho Administrativo andino comunitario supone la existencia de un 
marco normativo aplicable a la administración pública andina comunitaria, prevista en 
el subtema anterior. 

Al respecto, se considera que el Derecho Comunitario Andino prevé un marco normativo 
aplicable a la estructura orgánica de la CAN (hoy sistema Andino de Integración – SAI) 
y a la actividad de la administración pública comunitaria. Lo anterior permite afirmar 
que el marco normativo que constituye el sistema jurídico andino comunitario permite 
conformar un marco de normas de Derecho Administrativo, aplicable a la administración 
pública comunitaria.

Resulta procedente anotar que las normas comunitarias andinas se tipifican como 
normas con peculiaridades especiales. Lo anterior en razón al procedimiento de expedición 
de las mimas, ya que la norma comunitaria una vez publicada en el Diario Oficial de 
la CAN adquiere automáticamente la calidad de derecho positivo en el ordenamiento 
interno de los Estados miembros, sin necesidad de aval por parte de los países andinos. 
Lo cual genera como consecuencia la aplicabilidad inmediata del marco normativo 
andino comunitario en los Estados andinos. Adicionalmente, la norma comunitaria 
andina ostenta la característica de crear, por ella misma, derechos y obligaciones para 
los particulares, sin necesidad de tramite alguno en el Derecho Interno. 

De otro lado, la norma andina comunitaria evidencia superioridad jerárquica frente 
al sistema legal de los Estados miembros. En otras palabras, la norma comunitaria 
evidencia primacía frente a las leyes del orden nacional. En este orden de ideas, la 
naturaleza jurídica de las normas comunitarias andinas es diferente respecto a las 
normas generales de Derecho internacional y a las normas ordinarias de Derecho 
interno. Lo anterior a pesar de que la génesis del Derecho Comunitario es el Derecho 
Internacional y de que la eficacia de la norma comunitaria sea al interior de los Estados 
andinos con el plus de jerarquía normativa. 
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En consecuencia, la norma comunitaria andina, una vez publicada en el Diario 
Oficial de la CAN (Decisiones o Resoluciones emitidas por Órganos comunitarios con 
competencia normativa), o una vez ratificada por los Estados miembros (Acuerdo, 
tratado, convenio o protocolo), es obligatoria a los Estados miembros y a la CAN, con 
el plus adicional de primacía o supremacía frente a las normas de Derecho interno. Lo 
dispuesto anteriormente está previsto en los artículos 2º, 3º y 4º del Tratado de Creación 
del Tribunal Andino de Justicia, modificado por el Protocolo de Cochabamba de 1996, 
acto jurídico que hace parte del Derecho Comunitario Originario. 

En este orden de ideas, el citado artículo 2º consagra la eficacia directa de la norma 
comunitaria al disponer que las Decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones 
Exteriores o de la Comisión de la Comunidad Andina son obligatorias a los Estados 
andinos desde la fecha en que sean aprobadas. En concordancia con lo dispuesto en la 
citada norma, el artículo 3º del marco normativo referenciado, prevé que las Decisiones 
y las Resoluciones de la secretaría General son vinculantes en los países miembros de 
la CAN a partir de la fecha en que se evidencie la respectiva publicación en la Gaceta 
Oficial de la CAN. Y el artículo 4º establece la obligación a los Estados andinos de dar 
cumplimiento prevalente y directo a los mandatos previstos en el Derecho Comunitario 
Andino Originario y Derivado; y la obligación de no obstaculizar el cumplimiento de 
dichos mandatos (Protocolo de Cochabamba, 1996, art 4°).

En conclusión, y de conformidad con Blanco, los mandatos previstos en el Derecho 
Comunitario Andino son prevalentes y obligatorios en los territorios de las naciones 
andinas, y en las entidades que conforman la estructura orgánica de la CAN (Blanco, 
2022).

Las fuentes particulares del Ordenamiento Jurídico Andino 

El Derecho Comunitario Andino esta fraccionado en Derecho Comunitario Originario 
y Derecho Comunitario Derivado. El primero hace referencia a los tratados, protocolos o 
acuerdos que regulan el proceso de integración andino; el segundo hace referencia a las 
Decisiones y Resoluciones que emiten los órganos comunitarios, esto es, los órganos con 
competencia para proferir normas comunitarias, en otras palabras, normas de carácter 
supranacional, y como consecuencia de ello, con efecto prevalente, obligatorio, directo e 
inmediato en los Estados andinos. 

En concordancia con lo dispuesto anteriormente, el profesor Santos (Santos, 2013) 
ha previsto que de conformidad con el artículo 2 de la Decisión 500 del Consejo Andino 
de Ministros de Relaciones Exteriores, la cual establece el Estatuto del Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina; el sistema jurídico de la CAN está compuesto por 
normas primarias y normas secundarias; entendiéndose por normas primarias los 
tratados internacionales que regulan la integración andina; mientras que las normas 
secundarias son los mandatos normativos emitidos por los órganos comunitarios andinos 
con competencia para emitirlos (Santos, 2013).

Lo dispuesto en líneas anteriores, está en perfecta congruencia con lo previsto en 
el artículo 1º del Tratado de Creación del Tribunal Andino de Justicia. Para el efecto 
la citada norma establece las fuentes que forman parte del ordenamiento jurídico 
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comunitario andino, en los siguientes términos: “(i) el Acuerdo de Cartagena, sus 
Protocolos e Instrumentos adicionales; (ii) el tratado de Creación del tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina y sus Protocolos Modificatorios; (iii) las Decisiones del 
Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión de la Comunidad 
Andina; (iv) las Resoluciones de la secretaría General de la Comunidad Andina, y (v) 
los Convenios de Complementación Industrial y los demás convenios que adopten los 
Estados miembros entre sí y en el marco del proceso de la integración subregional 
andina” (Tratado constitutivo Tribunal Andino de Justicia, 1979, art 1)

El Derecho comunitario andino primario

De conformidad con lo dispuesto en páginas anteriores, el Derecho Originario 
Comunitario Andino está constituido por los tratados, acuerdos y protocolos que regulan 
el proceso andino de integración.

Es de relevancia anotar que si bien en el contexto de la integración andina no existe una 
Constitución Política; si existe un acto jurídico que es equivalente a una “Constitución 
Andina”, el cual es el Acuerdo de Cartagena de 1969, norma jurídica que creo el pacto 
andino; el cual fue objeto de modificación por el Protocolo de Trujillo de 1996, y que 
transformó al pacto andino en lo que actualmente se denomina CAN. Este Acuerdo de 
Cartagena, sin lugar a equívocos forma parte del ordenamiento jurídico administrativo 
andino, en razón a que establece un marco normativo regulador de la organización y el 
funcionamiento de la administración pública andina.

Adicional al Acuerdo de Cartagena, forma parte del ordenamiento jurídico-
administrativo andino, el Tratado de Creación del tribunal de Justicia de la CAN, en 
razón a que dicho tratado establece las herramientas de protección de los derechos de 
los Estados miembros y de la población andina; el Tratado Constitutivo del Parlamento 
Andino, los Protocolos de sucre, Trujillo y Cochabamba (Blanco, 2022),  normas que 
prevén la regulación relacionada con organización, funcionamiento y control de la 
administración pública comunitaria andina; entre otros acuerdos, tratados y protocolos 
regulatorios de la integración andina. 

El Derecho comunitario andino derivado

El Derecho Comunitario Andino secundario o derivado está integrado por las normas 
jurídicas emitidas por los órganos e instituciones del sistema Andino del SAI que ostentan 
de competencias normativas (Tratado constitutivo Tribunal Andino de Justicia, 1979, 
art 1), como consecuencia de la autorización que los Estados miembros han efectuado a 
la CAN, a través del Acuerdo de Cartagena y demás protocolos y tratados reguladores 
del proceso andino de integración.  Para el efecto, las competencias normativas o de 
producción de Derecho en la CAN, son del Consejo Andino de Ministros de Relaciones 
Exteriores y la Comisión de la Comunidad Andina. A su vez, también se evidencia 
competencias normativas a la secretaría General. Para el efecto, es pertinente anotar 
que el artículo 1º del Tratado Constitutivo del Tribunal Andino de Justicia reconoce 
como fuentes del ordenamiento jurídico andino, única y exclusivamente, a las normas 
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provenientes de los referenciados órganos (Tratado constitutivo Tribunal Andino de 
Justicia, 1979, art 1)

Es de relevancia anotar que, a diferencia del Derecho Interno colombiano, desde el 
contexto del Derecho Comunitario Andino no existe una jerarquía normativa, como 
quiera que las normas que emiten los órganos con competencia normativa evidencian 
el mismo nivel de jerarquía. A pesar de lo dispuesto anteriormente, se evidencia en la 
práctica comunitaria andina que las Decisiones del Consejo Andino de Ministros de 
Relaciones Exteriores y de la Comisión de la Comunidad Andina ostentan del nivel 
jerárquico más alto en el Derecho Comunitario Andino, con lo cual dichas normas se 
ubican en una posición similar a la “ley” desde el ordenamiento jurídico interno de los 
Estados miembros. Por debajo de las citadas Decisiones, se ubican las Resoluciones 
emitidas por la Secretaría General de la CAN, las cuales, atendiendo la función ejecutiva 
prevista en el artículo 29 del Acuerdo de Cartagena, permiten la correcta ejecución de 
las Decisiones del Consejo y de la Comisión. 

Sin lugar a equívocos, varias de las temáticas que son materia de regulación por la 
normatividad andina secundaria, suponen normas que hacen parte de lo que hemos 
denominado sistema comunitario jurídico-administrativo andino, pues establece 
mandatos a la estructura orgánica de la administración pública comunitaria. Ejemplo 
de lo previsto anteriormente se evidencia en el caso del Consejo Andino de Ministros 
de Relaciones Exteriores, quien ha establecido el Reglamento de la secretaría General 
de la CAN; y que en la actualidad está consagrado en la Decisión 409, norma que prevé 
de manera acuciosa la estructura orgánica y funcional de dicho órgano. Otro ejemplo se 
encuentra en el Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General, 
emitido por la Comisión de la CAN, previsto en la Decisión 425, norma que establece el 
procedimiento administrativo de actuaciones administrativas ante la secretaría General 
(Santos, 2013).

La jurisdicción contenciosa en la administración pública comunitaria 

Es de relevancia anotar que la configuración de un Derecho Administrativo supone 
la existencia de medios de control frente a la actividad administrativa, los cuales deben 
ser gestionados por Juzgados, Tribunales y un órgano de cierre, independientes de la 
actividad de la respectiva administración pública (Palomares & Calonje, 2015).  Al 
respecto, en la CAN existe una jurisdicción comunitaria andina, liderada por el Tribunal 
Andino de Justicia, quien ostenta la competencia de gestionar el control judicial de 
las actuaciones de los órganos e instituciones comunitarias (Cienfuegos, 2013). y, como 
consecuencia de ello, de la gestión de la administración pública andina comunitaria.

El citado Tribunal fue creado en 1979 con el Tratado Constitutivo del Tribunal 
Andino de Justicia. Dicho Tribunal de conformidad con el artículo 5º de la citada norma, 
es el órgano jurisdiccional de la CAN, el cual de conformidad con lo previsto en el 
artículo 12 de la misma norma, prevé que sus Decisiones son directamente vinculantes 
para los Estados miembros y los habitantes de los Estados andinos, sin necesidad de 
homologación o exequátur.  En este sentido a dicho Órgano de la CAN, de conformidad 
con los artículos 41 y 42 del citado Tratado, se le ha encargado las competencias de 
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resolver las controversias que surjan con motivo de la aplicación de las normas andinas; 
y ejercer sus competencias en el territorio de todos los Estados andinos de manera 
concurrente con los órganos judiciales internos.  

A su vez, y atendiendo el contenido del Tratado Constitutivo del Tribunal Andino 
de Justicia; dicha entidad es la encargada de decidir la validez de las decisiones que 
emitan los órganos comunitarios andinos a través de la acción de nulidad; y de gestionar 
procesalmente la acción de cumplimiento frente a la omisión en el cumplimiento de las 
funciones de los órganos comunitarios andinos. Adicionalmente es el órgano comunitario 
con competencia para gestionar el incidente de interpretación prejudicial andina como 
consecuencia de procesos judiciales de los países andinos que requieran solución jurídica 
con normas comunitarias andinas.

En este orden de ideas, el Tratado de Creación del Tribunal Andino de Justicia, 
prevé medios de control o instrumentos de control judicial a la actividad administrativa 
comunitaria como lo son:  la acción de nulidad, la excepción de inaplicación, la acción 
de incumplimiento, la interpretación prejudicial, el recurso por omisión o inactividad, 
y la función arbitral (Blanco, 2013). Los citados medios de control que también están 
positivizados en el Derecho Interno colombiano; están positivizados en el Derecho 
Comunitario Andino; lo que permite afirmar la existencia de herramientas jurídicas 
que permiten solucionar los problemas jurídicos entre la CAN y los Estados andinos de 
manera más o menos similar al sistema jurídico del Derecho Interno colombiano.

CONCLUSIONES
 
La CAN es una Organización Internacional que permite matizar los efectos del 

fenómeno globalizante en los Estados andinos. Es por ello, que el marco normativo 
de dicho Organismo Internacional resulta de relevancia frente al sistema jurídicos de 
dichos Estados.

La disciplina del Derecho Comunitario Andino es transversal al Derecho Interno y 
al Derecho Internacional; como consecuencia de ello no debe confundirse al Derecho 
Comunitario Andino con el Derecho Internacional y el Derecho Interno. Para el 
efecto, es importante clarificar que, si bien el Derecho Comunitario Andino nace del 
Derecho Internacional, dicha disciplina jurídica es una disciplina independiente y 
autónoma frente al Derecho Internacional y el Derecho Interno. Lo anterior atendiendo 
a la naturaleza jurídica del Derecho Comunitario Andino, la cual supone un marco 
normativo supranacional, esto es prevalente, obligatorio y de aplicación directa en el 
Estado colombiano.

Sin lugar a equívocos la CAN ofrece la existencia de un Derecho Administrativo 
Comunitario Andino como quiera que éste cumple con los presupuestos propios de 
existencia de una disciplina jurídica enmarcada en la naturaleza jurídica propia del 
Derecho Administrativo Interno.

El Derecho Comunitario Andino supone la existencia de un Derecho Administrativo 
Comunitario, como quiera que en la CAN se evidencia actividad administrativa 
comunitaria, jurisdicción comunitaria andina, un sistema jurídico regulador de dicha 
competencia; y una estructura orgánica con competencias administrativas andinas. 
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La existencia de un Derecho Administrativo Comunitario supone el compromiso del 
Estado colombiano de garantizar la prevalencia y eficacia de las Decisiones y Resoluciones 
que se configuran como Derecho Comunitario Derivado y cuyo contenido este en contexto 
con la actividad administrativa andina comunitaria; en aras de evitar responsabilidad 
internacional del Estado colombiano por la omisión en el cumplimiento de estas.
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